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AVISO DE NOTIFICACIÓN 

 

EL JUZGADO TERCERO CIVIL DE CIRCUITO DE EJECUCION DE SENTENCIAS DE 
CALI 

HACE SABER: 
 

QUE DENTRO DE LA ACCION CONSTITUCIONAL CON RADICADO: 76001-3403-003-

2023-00028-00, INTERPUESTA POR ALUMINUM & GLASS PRODUCTOS S.A.S 

CONTRA JUZGADO 5° CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI; 

SE PROFIRIÓ SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA # T-031 DE 15 DE MARZO DE 

2023.  EN CONSECUENCIA, SE PONE EN CONOCIMIENTO DE WILLIAM ROJAS 

CABRERA (DEMANDADO), LA REFERIDA PROVIDENCIA.  

 

LO ANTERIOR, TODA VEZ QUE PUEDEN VERSE AFECTADOS EN EL DESARROLLO  

DE ESTE TRÁMITE CONSTITUCIONAL. 

  

SE FIJA EN LA OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO 

DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI Y EN LA PÁGINA WEB DE LA RAMA 

JUDICIAL (www.ramajudicial.gov.co), EL DIECISEIS (16) DE MARZO DE 2023 A LAS 8:00 

AM, VENCE EL DIECISEIS (16) DE MARZO DE 2023 A LAS 5:00 PM. 

 
 

GERMAN YESID CASTILLO QUINTERO 
Profesional Universitario 
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CONSTANCIA DESFIJACIÓN DE AVISOS DE TUTELA: 

 

 

Santiago de Cali, 17 de marzo de 2023. 

 

Se deja constancia que el anterior aviso permaneció fijado en la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Civiles del Circuito de Ejecución de Sentencias y en la página web de la Rama 

Judicial (www.ramajudicial.gov.co), por el término ordenado, sin que las partes hubiesen 

hecho pronunciamiento alguno.  

 

 

 

GERMAN YESID CASTILLO QUINTERO 
PROFESIONAL UNIVERSITARIO 
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SENTENCIA No. T - 031 

 

RADICACIÓN:  76-001-3403-003-2023-00028-00  

DEMANDANTE:  Aluminum & Glass Productos S.A.S. 

DEMANDADOS:  Juzgado 5° Civil Municipal de Ejecución de Sentencias de Cali 

CLASE DE PROCESO: Acción de Tutela 

 

Santiago de Cali, quince (15) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

I. INTROITO  

 

Procede la Juez a resolver la acción de tutela interpuesta por ALUMINUM & GLASS 

PRODUCTOS S.A.S., a través de apoderado judicial en contra del JUZGADO 5° CIVIL 

MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI. 

 

II. ESCENARIO DESCRIPTIVO 

 

2.1. HECHOS RELEVANTES 

 

2.1.1. EN LOS ANTECEDENTES 

 

2.1.1.1. Aluminum & Glass Productos S.A.S., comporta la calidad de demandante dentro 

del proceso ejecutivo radicado No. 76001400301020180070500, cuya ejecución 

correspondió al accionado Juzgado 5° Civil Municipal de Ejecución de Sentencias de Cali. 

 

2.1.1.2. El Juzgado accionado, mediante proveído No 3681 del 12 de agosto de 2022 

declaró la terminación del proceso por desistimiento tácito y ordenó el levantamiento de las 

medidas practicadas dentro del proceso de la referencia. 

 

2.1.1.3. El aquí accionante incoa recurso de reposición ante la anterior decisión, con el 

argumento de que el 13 de junio de 2022 habría elevado solicitud de link de expediente al 

despacho accionado, y este le había suministrado respuesta el mismo día; actuación con 

la que considera, se interrumpe el conteo del término previsto en el numeral 2° del inciso 

dos del articulo 317 del C.G.P., por lo que la decisión contenida en el auto mencionado 

debe reponerse. 
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2.1.1.4. El Juzgado accionado, con auto No 420 del 20 de febrero de 2023 mantuvo 

incolumne la decisión contenida en la providencia recurrida, arguyendo que la 

jurisprudencia ha decantado que las actuaciones que interrumpen el término para el 

desistimiento tácito son aquellas que tienen el propósito de impulsar el proceso y no 

solicitudes que no comporten tal propósito. 

 

2.1.2. EN LA DEMANDA CONSTITUCIONAL 

 

2.1.2.1. Aluminum & Glass Productos S.A.S., a través de apoderado judicial, presenta 

acción de tutela  para que sea amparado su derecho fundamental al debido proceso, a la 

seguridad jurídica y a la igualdad, que considera vulnerados con la decisión contenida en 

el auto mediante el cual se mantiene incólume la declaración de terminación del proceso 

por desistimiento tácito, en que aduce se ha configurado “defecto sustantivo de 

interpretación de las normas”, por lo cual solicita se deje sin efectos tal proveído a través 

de esta acción de tutela. 

 

2.1.3. EN EL DESARROLLO PROCESAL  

 

2.1.3.1. Admitida la presente acción constitucional, se dispuso la vinculación de la Oficina 

de Apoyo para los Juzgado Civiles Municipales de Ejecución de Sentencias de Cali y de los 

intervinientes del proceso identificado con la radicación 76001400301020180070500, para 

que, en el término legal de dos días, se pronuncien al respecto de los hechos expuestos en 

el libelo genitor. 

 

2.1.4. RÉPLICA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS 

 

2.1.4.1. El Juzgado 5° Civil Municipal de Ejecucion de Sentencias de Cali, la Oficina de 

Apoyo para los Juzgado Civiles Municipales de Ejecución de Sentencias de Cali y los 

intervinientes del proceso identificado con la radicación 76001400301020180070500 

guardaron silencio. 

 

III. ESCENARIO PRESCRIPTIVO 

 

3.1. REQUISITOS GENERALES DE FORMA 

 

La suscrita Juez es idónea para conocer en primera instancia de las acciones de tutela 

formuladas en contra de cualquier entidad del sector descentralizado por servicios del orden 

nacional o autoridad pública del orden departamental (num. 1° art. 1° Dcto. 1382/00). Como 

el amparo puede ser ejercido en todo momento y lugar o cualquier persona que estime 

vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales (art. 10 Dcto. 2591/91), el interés 
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del accionante está presente y la solicitud de tutela se adecua a las exigencias mínimas 

que se establecen para ejercer la acción.   

 

3.2. PRESUPUESTOS NORMATIVOS  

 

3.2.1. Artículo 29 de la Constitución Política Colombiana. “El debido proceso se aplicará a 

toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino 

conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 

con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la 

ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 

restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya 

declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 

asistencia de un abogado escogido por el, o de oficio, durante la investigación y el 

juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas 

y a controvertir…”. 

 

3.2.2. Artículo 86 de la Constitución Política Colombiana. “Toda persona tendrá acción de 

tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata 

de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La 

protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, 

actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. Esta acción sólo procederá cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de 

diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que 

la acción de tutela procede Contra particulares encargados de la prestación de un servicio 

público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de 

quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.”. 

 

3.2.3. Artículo 5°. Decreto 2591 de 1991. “PROCEDENCIA DE LA ACCION DE 

TUTELA. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades 

públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata 

el artículo 2 de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de 

conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este Decreto. La procedencia de la 

tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya 

manifestado en un acto jurídico escrito.”. 
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3.2.4. Artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. “PRESUNCION DE VERACIDAD. Si el informe 

no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se 

entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa”. 

 

3.2.5. Artículo 317 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012: “DESISTIMIENTO 

TÁCITO. El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: 

1. Cuando para continuar el trámite de la demanda, del llamamiento en garantía, de un 

incidente o de cualquiera otra actuación promovida a instancia de parte, se requiera el 

cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la parte que haya formulado aquella o 

promovido estos, el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes 

mediante providencia que se notificará por estado. 

Vencido dicho término sin que quien haya promovido el trámite respectivo cumpla la carga 

o realice el acto de parte ordenado, el juez tendrá por desistida tácitamente la respectiva 

actuación y así lo declarará en providencia en la que además impondrá condena en costas. 

El juez no podrá ordenar el requerimiento previsto en este numeral, para que la parte 

demandante inicie las diligencias de notificación del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones encaminadas a consumar las 

medidas cautelares previas. 

2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus etapas, 

permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna 

actuación durante el plazo de un (1) año en primera o única instancia, contados desde el 

día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición de 

parte o de oficio, se decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad de 

requerimiento previo. En este evento no habrá condena en costas "o perjuicios" a cargo de 

las partes. 

El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 

a) Para el cómputo de los plazos previstos en este artículo no se contará el tiempo que el 

proceso hubiese estado suspendido por acuerdo de las partes; 

b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante o auto que 

ordena seguir adelante la ejecución, el plazo previsto en este numeral será de dos (2) años; 

c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá 

los términos previstos en este artículo; 

d) Decretado el desistimiento tácito quedará terminado el proceso o la actuación 

correspondiente y se ordenará el levantamiento de las medidas cautelares practicadas; 

e) La providencia que decrete el desistimiento tácito se notificará por estado y será 

susceptible del recurso de apelación en el efecto suspensivo. La providencia que lo niegue 

será apelable en el efecto devolutivo; 

f) El decreto del desistimiento tácito no impedirá que se presente nuevamente la demanda 

transcurridos seis (6) meses contados desde la ejecutoria de la providencia que así lo haya 

dispuesto o desde la notificación del auto de obedecimiento de lo resuelto por el superior, 
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pero serán ineficaces todos los efectos que sobre la interrupción de la prescripción extintiva 

o la inoperancia de la caducidad o cualquier otra consecuencia que haya producido la 

presentación y notificación de la demanda que dio origen al proceso o a la actuación cuya 

terminación se decreta; 

g) Decretado el desistimiento tácito por segunda vez entre las mismas partes y en ejercicio 

de las mismas pretensiones, se extinguirá el derecho pretendido. El juez ordenará la 

cancelación de los títulos del demandante si a ellos hubiere lugar. Al decretarse el 

desistimiento tácito, deben desglosarse los documentos que sirvieron de base para la 

admisión de la demanda o mandamiento ejecutivo, con las constancias del caso, para así 

poder tener conocimiento de ello ante un eventual nuevo proceso; 

h) El presente artículo no se aplicará en contra de los incapaces, cuando carezcan de 

apoderado judicial”. 

 

3.3. PRESUPUESTOS JURISPRUDENCIALES 

 

3.3.1. Considerando que el asunto bajo estudio plantea la posible ocurrencia de los defectos 

sustantivo y fáctico; respecto del defecto sustantivo, la Corte ha establecido que se trata de 

un yerro producto de la irregular interpretación o aplicación de normas jurídicas a un caso 

sometido a conocimiento del juez. Si bien las autoridades judiciales son autónomas e 

independientes para establecer cuál es la norma que fundamenta la solución del caso 

puesto bajo su conocimiento -y para interpretarlas y aplicarlas-, estas facultades no son 

absolutas, por lo que excepcionalmente el juez de tutela debe intervenir para garantizar la 

vigencia de los derechos fundamentales y de la Constitución, sin que ello implique señalar 

la interpretación correcta o conveniente en un caso específico por encima del juez natural. 

 

La Corte ha indicado que este defecto se presenta de diferentes maneras, como cuando: 

(i) La decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente, 

b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia, c) es inexistente, d) ha sido declarada 

contraria a la Constitución, o e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es 

constitucional, no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma 

utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el 

legislador. 

 

(ii) A pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso 

concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable o “la 

aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente 

(interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una 

de las partes” o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, 

sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la 

decisión judicial. 
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(iii) No se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes. 

 

(iv) La disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva o contraria a la 

Constitución. 

 

(v) Un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto 

en la disposición”. 

 

(vi) La decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del 

análisis de otras disposiciones que regulan el caso. 

 

(vii) Se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto. 

 

En ese sentido, se tiene que no cualquier divergencia frente al criterio interpretativo en una 

decisión judicial configura un defecto sustantivo, solo aquellas que resultan irrazonables, 

desproporcionadas, arbitrarias y caprichosas, de lo contrario no sería procedente la acción 

de tutela. Por tanto, se debe tratar de una irregularidad de tal entidad que haya llevado a 

proferir una decisión que obstaculice o lesione la efectividad de los derechos 

fundamentales. De esta manera, se ha señalado que pueden existir vías jurídicas distintas 

para resolver un caso concreto, admisibles en la medida que sean compatibles con las 

garantías y derechos fundamentales de los sujetos procesales…». 

 

3.3.2. Recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU453 de 2019, en refiriéndose 

al defecto sustantivo preceptuó: 

 

“Defecto sustantivo o material se presenta cuando la autoridad judicial aplica una norma 

claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una 

interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica. De esta 

manera, la Corte en diversas decisiones ha venido construyendo los distintos supuestos 

que pueden configurar este defecto, los cuales fueron recogidos sintéticamente en la 

sentencia SU-649 de 2017, la cual se transcribe en lo pertinente: 

 Esta irregularidad en la que incurren los operadores jurídicos se genera, entre otras 

razones: (i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque: 

(a) no es pertinente, (b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia, (c) es inexistente, (d) 

ha sido declarada contraria a la Constitución, (e) a pesar de que la norma cuestionada está 

vigente y es constitucional, no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la 

norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por 

el legislador; (ii) a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma 

al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación 
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razonable o la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación 

contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses 

legítimos de una de las partes o se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente 

errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable 

la decisión judicial; (iii) no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con 

efectos erga omnes, (iv) la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva o 

contraria a la Constitución; (v) un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se 

utiliza para un fin no previsto en la disposición; (vi) cuando la decisión se funda en una 

hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que 

regulan el caso o (vii) se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso 

concreto (Subrayas del despacho). 

  

En ese sentido, cuando en una providencia judicial se aplica una norma jurídica de manera 

manifiestamente errada, sacando del marco de la juridicidad y de la hermenéutica jurídica 

aceptable tal decisión judicial, ésta deja de ser una vía de derecho para convertirse en una 

vía de hecho, razón por la cual la misma deberá dejarse sin efectos jurídicos, para lo cual 

la acción de tutela el mecanismo apropiado. Así las cosas, no se estaría ante una diferencia 

interpretativa de la norma, sino ante una decisión carente de fundamento jurídico, dictada 

según el capricho del operador jurídico, desconociendo la ley, y trascendiendo al nivel 

constitucional en tanto compromete los derechos fundamentales de la parte afectada con 

tal decisión. 

  

Y es que, la independencia y la autonomía de los jueces para aplicar e interpretar una norma 

jurídica en la solución del caso sometido a su estudio no es absoluta, pues la actividad 

judicial debe desarrollarse dentro del parámetro de la efectividad de los principios, derechos 

y deberes consagrados en la Constitución que pueden afectarse con la indebida 

interpretación de una norma, con su inaplicación y con la aplicación de un precepto 

inexistente. Es decir, que dicha actividad debe ceñirse al carácter normativo de la 

Constitución (artículo 4 de la CP), la obligación de dar eficacia a los derechos 

fundamentales (artículo 2 superior), de la primacía de los derechos humanos (artículo 5 de 

la Constitución), el principio de legalidad contenido en el derecho fundamental al debido 

proceso (artículo 29 de la CP), y la garantía al acceso a la administración de justicia (artículo 

228 Superior).  

  

De lo anterior se desprende que para que la aplicación o interpretación de la norma al caso 

concreto constituya un defecto sustantivo es preciso que el fallador aplique una norma de 

una manera manifiestamente errada que desconozca la ley y que deje sin sustento tal 

decisión o que el funcionario judicial en su labor hermenéutica desconozca o se aparte 

abierta y arbitrariamente de los lineamientos constitucionales y legales. Quiere ello decir 

que el juez en forma arbitraria y caprichosa actúa en desconexión del ordenamiento 
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jurídico”. 

 

3.3.3. La Corte Constitucional ha sido enfática, respecto la acción de tutela contra 

providencia judicial en Sentencia T-008 de 2020 reiteró la línea jurisprudencial1 sobre el 

tema al enunciar que:  

 

«[S]on requisitos generales de procedencia: (i) que la cuestión que se discuta resulte de 

evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y 

extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de 

evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) que se cumpla el 

requisito de la inmediatez; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, la misma debe 

tener un efecto decisivo o determinante en la providencia que se impugna; (v) que la parte 

actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como 

los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial -

siempre que esto hubiere sido posible-; y (vi) que no se trate de sentencias de tutela[213], 

de constitucionalidad de la Corte Constitucional ni de decisiones del Consejo de Estado que 

resuelven acciones de nulidad por inconstitucionalidad. 

 

3.1.2. En relación con los requisitos específicos de procedibilidad, indicó que “para que 

proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la 

existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar 

plenamente demostradas. (…) [P]ara que proceda una tutela contra una sentencia se 

requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos (…).” 

 

Dentro de los mencionados requisitos específicos se encuentran (i) el defecto orgánico; (ii) 

el defecto procedimental; (iii) el defecto fáctico; (iv) el defecto material o sustantivo; (v) el 

error inducido; (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento del precedente; y (viii) 

la violación directa de la Constitución”. 

 

3.3.4. Ahora, en lo que al desistimiento tácito se refiere, la Corte Suprema de Justicia en 

Sentencia STC1216-2022, expuso:  

 

“Se resalta, esta Sala estableció la aplicación del canon normativo en cita, determinando 

que sólo las actuaciones relevantes en el proceso pueden dar lugar la «interrupción» de los 

lapsos previstos en el mismo. Justamente, en la sentencia STC11191 de 9 de diciembre de 

2020, para unificar las reglas jurisprudenciales de interpretación de la referida norma, sobre 

los procesos ejecutivos, se señaló: «[D]ado que el desistimiento tácito consagrado en el 

                                                           
1 C-543 de 1992, C-543 de 1993, SU-622 de 2001, C-590 de 2005, SU-263 de 2015, SU-686 de 2015, entre 

otras. 
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artículo 317 del Código General del Proceso, busca solucionar la parálisis de los procesos 

para el adecuado funcionamiento de la administración de justicia, la «actuación» que 

conforme al literal c) de dicho precepto «interrumpe» los términos para [que] se «decrete 

su terminación anticipada», es aquella que lo conduzca a «definir la controversia» o a poner 

en marcha los «procedimientos» necesarios para la satisfacción de las prerrogativas que a 

través de ella se pretenden hacer valer”. “En suma, la «actuación» debe ser apta y 

apropiada y para «impulsar el proceso» hacia su finalidad, por lo que, «[s]imples solicitudes 

de copias o sin propósitos serios de solución de la controversia, derechos de petición 

intrascendentes o inanes frente al petitum o causa petendi» carecen de esos efectos, ya 

que, en principio, no lo «ponen en marcha» (STC4021-2020, reiterada en STC9945-2020)”. 

“Ahora, lo anterior se predica respecto de los dos numerales de la norma comentada, ya 

que además que allí se afirma que el «literal c» aplica para ambos, mediante los dos se 

efectivizan los principios de eficacia, celeridad, eficiencia, lealtad procesal y seguridad 

jurídica. No obstante, dado que prevén hipótesis diferentes, es Radicación n° 08001-22-13-

000-2021-00893-01 9 necesario distinguir en cada caso cuál es la «actuación eficaz para 

interrumpir los plazos de desistimiento”. “Como en el numeral 1° lo que evita la «parálisis 

del proceso» es que «la parte cumpla con la carga» para la cual fue requerido, solo 

«interrumpirá» el término aquel acto que sea «idóneo y apropiado» para satisfacer lo 

pedido. De modo que si el juez conmina al demandante para que integre el contradictorio 

en el término de treinta (30) días, solo la «actuación» que cumpla ese cometido podrá 

afectar el cómputo del término”. “En el supuesto de que el expediente «permanezca inactivo 

en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación (…) en 

primera o única instancia», tendrá dicha connotación aquella «actuación» que cumpla en el 

«proceso la función de impulsarlo», teniendo en cuenta la etapa en la que se encuentre y 

el acto que resulte necesario para proseguirlo”. “Así, el impulsor de un declarativo cuyo 

expediente ha estado en la «secretaría del juzgado» por un (1) año sin emplazar a uno de 

los herederos del extremo demandado, podrá afectar el conteo de la anualidad con el 

«emplazamiento» exigido para integrar el contradictorio”. “Si se trata de un coercitivo con 

«sentencia o auto que ordena seguir adelante la ejecución», la «actuación» que valdrá será 

entonces, la relacionada con las fases siguientes a dicha etapa, como las «liquidaciones de 

costas y de crédito», sus actualizaciones y aquellas encaminadas a satisfacer la obligación 

cobrada”. “Lo dicho, claro está, sin perjuicio de lo dispuesto por la Corte Constitucional 

(sentencia C-1194/2008), en cuanto a que el «desistimiento tácito» no se aplicará, cuando 

las partes «por razones de fuerza mayor, están imposibilitadas para cumplir sus deberes 

procesales con la debida diligencia (…)». 

 

3.3.5. En línea con lo anterior, la Honorable Corporación precitada en sentencia STC4021-

2020, especificó: 

 

 «No solucionar prontamente una causa, o ser negligente, torna en injusto al propio Estado 
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e ineficaz la labor del juez; impide el acceso a la justicia a quienes, en verdad, demandan 

con urgencia y son discriminados o marginados del Estado de Derecho”. Simples solicitudes 

de copias o sin propósitos serios de solución de la controversia, derechos de petición 

intrascendentes o inanes frente al petitum o causa petendi, no pueden tenerse como 

ejercicio válido de impulso procesal”. Radicación n° 08001-22-13-000-2021-00893-01 10 

Ciertamente, las cargas procesales que se impongan antes de emitirse la sentencia, o la 

actuación que efectué la parte con posterioridad al fallo respectivo, deben ser útiles, 

necesarias, pertinentes, conducentes y procedentes para impulsar el decurso, en eficaz 

hacia el restablecimiento del derecho”. Así, el fallador debe ser prudente a la hora de 

evaluar la conducta procesal del interesado frente al desistimiento tácito de su proceso y, 

especialmente, con relación a la mora en la definición de la contienda”. Lo anterior, por 

cuanto, si tras de proferirse la decisión de fondo en la controversia, el expediente lleva año 

y medio paralizado en la secretaría del despacho, la simple petición de copias por escrito o 

la expedición de una certificación, no pueden ser tenidas como válidas para interrumpir el 

término señalado en el artículo 317 del C.G.P. Ello, porque, verbigracia, las reproducciones 

del dossier y las constancias en favor de los sujetos procesales o de terceros, no requieren 

auto que así lo autorice y, en principio, nada aportan en el avance de las diligencias, como 

tampoco evidencian el deber de las partes de impedir la tardanza que tanto afecta a la 

administración de justicia y, en esa medida, el juez no puede cohonestarla dando por 

idóneos, actos superfluos de los intervinientes frente al desistimiento tácito» (negrilla fuera 

del texto”). 

 

3.3.6. Acto seguido, con providencia STC4206-2021, la Corte Suprema planteó que: 

 

“Por tanto, no todo escrito interrumpe el término del desistimiento tácito; así, para los 

procesos ejecutivos en los que exista sentencia o auto de seguir adelante con la ejecución, 

la suspensión, según lo advirtió la Sala en pasada oportunidad, se logra únicamente con 

actuaciones tendientes a la obtención del pago de la obligación o actos encaminados a 

lograr la cautela de bienes o derechos embargables del deudor, a fin de rematarlos y 

satisfacer el crédito perseguido”. 

 

3.4. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA JURÍDICO  

 

Teniendo en cuenta la relación de los hechos que hace el extremo actor, corresponde 

plantearse los siguientes interrogantes: 

 

¿Con la decisión contenida en auto No 3681 del 12 de agosto de 2022, ratificada mediante 

proveído No 420 del 20 de febrero de 2023 proferidas por el Juzgado 5° Civil Municipal de 

Cali se incurre en defecto sustantivo o vicio que merezca reparo constitucional, y con ello 

viola los derechos fundamentales del accionante, al decretar el desistimiento tácito del 
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proceso por considerar que el acto de solicitud de expediente digital ejecutado por el actor 

no tiene vocación para interrumpir el término de dos (2) años que dispone el numeral 2 del 

inciso segundo del artículo 317 del C.G.P.?  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

Vistos los archivos de los que se compone el expediente, se extrae que pretende la 

accionante a través de este mecanismo excepcional que deje sin efecto el auto No 3681 

del 12 de agosto de 2022, ratificado mediante proveído No 420 del 20 de febrero de 2023, 

proferido por el Juzgado 5° Civil Municipal de Ejecución de sentencias de Cali, mediante el 

cual se decide la terminación por desistimiento tácito del proceso ejecutivo singular de 

mínima cuantía radicado No 76001400301020180070500.  

 

Para entrar en materia, en el análisis del compendio de hechos que se decantan en el 

escrito primigenio, al confrontar lo narrado con las actuaciones que hacen parte del proceso 

radicado 76001400301020180070500, se avizora, en efecto, que con los folios contentivos 

de dicho expediente se acredita la radicación de la solicitud de link del expediente aducida 

por el actor; así como también es visible la terminación anormal del mismo desde el 20 de 

febrero del presente año por desistimiento tácito, sanción que reviste la calidad de máxima 

ante la inactividad de las partes en el curso de los procesos. 

 

Dicho sea de paso, pero de suma importancia, que el silencio del accionado juzgado da 

lugar a lo dispuesto en el articulo 20 del decreto 2591 de 1991, por lo que los hechos 

declarados por el actor en el escrito primigenio han de declararse ciertos; sin embargo, ello 

no quiere decir que se acceda a la pretensión del accionante sin que el despacho evalúe 

legalmente la procedencia de tal pretensión.  

  

En ese orden, si bien es cierto por sus características la acción de tutela es un mecanismo 

cuya admisión es prácticamente innegable, también lo es que el juez constitucional debe 

corroborar los hechos que dan cuenta de la vulneración del derecho fundamental alegado, 

no pudiendo entonces conceder el amparo deprecado si no existe prueba de la transgresión 

o amenaza del derecho fundamental reclamado a través del mecanismo tutelar, debiendo 

el accionante probar las vulneraciones invocadas, a efectos de que el juez adopte una 

decisión con plena certeza y convicción de la amenaza o vulneración del derecho 

deprecado. Y cuando se trata de defecto sustantivo como el que alega la parte actora, debe 

quedar demostrado, sin lugar a dudas, que la interpretación o aplicación de la norma 

incoada efectivamente contraríe el verdadero deber ser que haya dispuesto el 

ordenamiento jurídico a través de las altas corporaciones que son los encargados de sentar 

precedente respecto de la interpretación de dichas normas. 
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Bajo la anterior tesitura, tras un estudio objetivo de todos y cada uno de los elementos 

persuasivos de la acción constitucional impetrada por el actor, quien en su interpelación 

manifiesta que la solicitud de expediente digital es una actuación de impulso procesal que 

interrumpe el término para finiquitar el proceso por desistimiento tácito, conforme lo 

expuesto en los prolegómenos de esta providencia, forzoso es concluir que la misma no 

será despachada favorablemente, dado que no se acredita si quiera sumariamente que la 

decisión tomada por el Juzgado accionado en la providencia por la que se desata esta 

acción de tutela contrarié los supuestos legal y jurisprudencialmente establecidos respecto 

de la interpretación y aplicación dada al artículo 317 en el curso del proceso que nos ocupa, 

especialmente en lo que atañe a las actuaciones con vocación de interrupción del término 

previsto para la terminación de los procesos por desistimiento tácito.  

 

Lo anterior obedece, a que este despacho comparte la postura planteada por la Corte 

Suprema de Justicia, misma que invoca el juzgado accionado, pues las actuaciones que se 

adelanten en curso del proceso deben tener “vocación” de impulsar el proceso para que se 

adelante tramite o acto que implique proferir decisión, como la solicitud de títulos o medidas 

cautelares a modo de ejemplo. Pero, vista procesalmente, la solicitud del expediente digital 

no genera mutación, variación, cambio o movimiento alguno en el proceso que obra a 

despacho del juez de conocimiento, por lo que la inactividad persiste. 

 

Así pues, imperante es concluir que analizados los presupuestos facticos y normativos por 

los cuales el Juzgado accionado ha proferido su decisión, su tesitura, considera esta 

instancia, se ajusta a la interpretación correcta del precepto normativo y aún más cuando 

toma como fundamento las ultimas disposiciones realizadas por una alta corporación, 

refiriéndonos a la Corte Suprema de Justicia, órgano que ya ha proferido conceptos en el 

mismo sentido.  

Conforme a lo anterior, fuerza es concluir que no se tienen elementos de juicio que den 

cabida a la concesión del amparo solicitado pues la vulneración al derecho rogado a través 

de la alegada errada interpretación del articulo 317 de que se duele el actor, no se encuentra 

satisfecha en el caso en ciernes. Lo destacado hasta aquí sin entrar más en detalles aporta 

suficiente convicción a esta célula judicial para proferir la decisión aquí tomada. 

 

Finalmente, pese a que a todas luces amparar los derechos rogados con la acción 

instaurada es improcedente, nada impide que este escenario abra paso a hacer un llamado 

de atención a los intervinientes y en especial a la Jueza directora del proceso en mención, 

para que, en el ejercicio de sus facultades actúe siempre con pericia y diligencia, y en 

adelante atienda a los requerimientos que en función constitucional dispone el Juez de 

Tutela. 
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Así las cosas, por las razones expuestas, el amparo deprecado resulta improcedente por 

las razones pre - expuestas en este proveído.  

 

V. DECISIÓN  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil de Circuito de Ejecución de Sentencias 

de Cali, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo a los derechos fundamentales rogados por ALUMINUM & 

GLASS PRODUCTOS S.A.S., en contra del JUZGADO 5° CIVIL MUNICIPAL DE 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI, por las razones expuestas en el aparte 

considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: EXHORTAR a la Juez Quinta Civil Municipal de Ejecución de Sentencias de 

Cali y a los intervinientes, para que, en el ejercicio de sus facultades actúen siempre con 

pericia y diligencia, y en adelante, atiendan a los requerimientos que en función 

constitucional dispone el Juez de Tutela dentro de los términos señalados. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. No obstante, ante la 

eventual imposibilidad de enterar a las partes o a terceros interesados en las resultas de 

este trámite, súrtase dicho trámite por AVISO el que deberá fijarse en la Oficina de Apoyo 

– Secretaría y a través de publicación del presente proveído en la página web de los 

Juzgados Civiles del Circuito de Ejecución de Sentencias de esta ciudad. 

 

CUARTO: Si este fallo no fuere impugnado dentro de los tres (03) días siguientes a su 

notificación, REMITASE a la Corte Constitucional para su eventual revisión 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ADRIANA CABAL TALERO 

Juez 

Firmado Por:

Adriana  Cabal Talero

Juez

Juzgado De Circuito
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